
BOLETIN OFICIAL DEL ESTADO

GACETA DE MADRID
Año CCCXXIII Viernes 2 de diciembre de 1983

SUMARIO

Suplemento al núm. 288

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Pleno. Connlctoa. positivos de ClÓmpetencia números
392 y «3/1982, acumulados.-5entenc1a número 81/
1983, de 27 de octubre.

Pleno. Conflicto positivo de competencia número 178/
1983.-Sentencia número 88/1983, de 27 de octubre.

8a1a Segunda. Recurso de amparo número (1011982.
Sentencia 'número 891-1983, de 2 de noviembre.

Sala Primera. Recurso de amparo número 38111982.
Sentencia número 90/1983, de 7 de noviembre.

Sala Primera.. Recurso de amparo número 453/1982.
Sentencia número 9111983, de 7 de noviembre.

Sala Primera. Recurso de amparo número 282/1982.
Sentencia número 9211983, de 8 de noviembre.

Sala Primera. Recurso de amparo número 497/1982.
Sentencia número 93/1983. de B de noviembre.

PAGINA

4

6

8

10

13

18

Sala Primera. Recurso de amparo número 'ro/1982. Sen­
tencia número 94/1963, de 14 de noviembre.

Sala Primera. Recurso de amparo número ·148/1983. Sen­
tencia número 95/1983, de 1. de noviembre.

Sala Primera. Recurso cM amparo número 146/1983.
Sentencia numero 96/1983, de 14 de noviembre.

Pleno. Conflicto positivo de competencia número 357/
1982, Sentencia número 97/1983, de 18 de noviembre.

Sale. Primera. Recu.rso de amparo números 140/1983,
175/1983, 176/1983 Y 196/1983 (acumuladoaL Sentan..
cia numero 98/1983, de 15 de n"oviembre.

Corrección de e1Tores en el texto de las sentencia.
del Tribunal Constitucional publicadas en el suple­
mento al ..BoleUn Oficial del Estado- número 266.
de fecha 7 de noviembre de 1983.

hUI)!'!

11

29

31

THIBUNAL CONSTITUCIONAL ...~ .

31659 Pleno, Conflictos positivos de competencia nÚme·
ros 392 y .443/1982, acumulados.-Sentencia mime­
ro 87/1983, de 27 de octubre.

. El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel Garcia-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Jer6nimo
Arozamena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez
de Velasco Vallejo, don Francisco Rubio Llorente, doña Gloria
Begué Cantón, don Luis Diez Picaza, don Francisco TomAs y
Valiente, don Rafael- Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escu­
dero del Corral. don Antonio Truyo} Serra y dpn Francisco
Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

F,N NOMBRE DEL REY

la siguien te

SENTENCIA

En 10& conflictos positivos de competencia números 392 y 443/
1982, acumulados, planteado el primero por el Abogarlo del Es·
tado, en representación del Gobierno, frente a la Orden del
Departamento de Educación del Gobierno Vasco de 11 de mayo
de 1982, sobre la regulación de la ensetianza en el ciclo medio
de Educación General Bt\sica, fijación de BUS objetivos¡ 'Y el
segundo por el Gobierno vasco, representado por la Abogada
dofta Margarita Uria Echevarria. frente al Real Decreto 1765/
1982, de 24 de julio. sobr& horario de enseftanzas minimas del
ciclo medio de Educación General Básica. Ha sido ponente el
Magistrado don Angel Latorre Segura, quien expresa el pare·
cer del Tribunal.

1. ANTECEDENTES

1. El .Gobierno, representado por el Abogado del Estado,
media.nte escrito que tuvo entrada en esté Tribunal el lS de
octubre de 1982, formuló conflicto constitucional positivo de
competencia frente a la· Orden del Departamento de Educación
del Gobierno Vasco de 11 de mayo de 1982, sobre la regulación
de la enseftanza en el ciclo medio de Educación General Bá-

sica. fijación de sus objetivos, publicada en el .Boletín Oficial
del Pais Vasco.. número 84, de 1 de julio. En dicho escrlto se
suplica del Tribunal Constitucional que dicte sentencia por
la que se declare de competencia del Estado la regulación del
horario destinado a compartir cada una de las Areas educativas
que integran las llamadas -enseftanzas minimas_ 'Y anule el
articulo 1.2 y el' anexo n de la referida disposici6n vasca en
la parte que atañe a ~a competencia indicada. Por· otros! se
solicita que, habiendo hecho expreSa invocaci6n del arUcu·
lo 161,2 de la Constituci6n, se acuerde la suspensión de los
preceptos impugnados, conforme a lo dispuesto en dicha norma
constitucional, y en los artículos 62 y 64.2 Y 4 de la Ley Orgá­
nica del Tribunal Constitucional (LOTe).

2, - Por providencia de 27 de octubre de 1982 se acordó tener
por planteado el conmcto, se-ñalando plazo para alegaciones al
Gobierno Vasco, comunicando a su Presidente, &.si como al de
la Audiencia Territorial de Bilbao, aquel planteamiento en de­
bida forma y la suspensión de la vigencia de los preueptos
controvertidos, con publicaci(m todo ello. mediante edictos, en
el .Boletín Oficial 'del Estado.. y en el del Paia Vasco.

3. El Gobierno Vasco otorg6 representación a la Letrada
doña Margarita Uria Echevarria para que se personara y le
defendiera en dicho conflicto, lo que. realiz6 por medio de es­
crito de alegaciones, cuya entrada en este Tribunal fUe regis­
trada el 22 dA enero de 1983, en el que suplicaba se dictase
sentencia cuyo fallo declarase que la titularidad de la compe­
tencia controvertida corresponde a la Comunidad Aut6noma
del Pais Vasco y, en consecuencia, que la Orden del Consejero
de Educaci6n de 11 de mayo de 1982 respeta el orden de com·
petencia establecido en la Constituci6n y en el Estatuto de
Autonomla

4. El dia 19 de noviembre de 1982. la Ahogadadofta Mar­
garita Una Echevarna. en nombre y representación del Go­
bierno Vasco, habia planteado conflicto de competencia positivo
frent'e al Gobierno por entender que el Real Decreto 1765/1982,
de 24 de lu110, publicad<J en el ..Boletín Oficial del Estado. de
31 de julio. sobre horario de ensefl.anzas orninlmas del ciclo
medio de Educación General Básica. no respeta el ardeD de
competencias establecido en la Constitución y el Estatuto de
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Autonomía del País Vasco. Termina 'I!luplicando sentencia por
la que se declare que el Real Decreto impugnado no respeta
dicho orden de competenc1u, invadiendo las propias de 1& Co.­
munidad Autónoma. y que se acuerde, en consecuencia, su
anulaCión. Por otrosí se suplica la acumulación de este con·
meto al que fue registrado con el número 3Q2/1982, promovido
por el Gobierno sobre la Orden del Departamento de Educa­
ción vasco de 11 de mayo de 1982, ya referido en estos ante­
cedentes.

~.. Por providencia de 24 de noviembre de 1982 se tuvo por
planteado el nu81l0 conflicto. y, habida cuenta de la solicitud
de acumulación, se acordó olr" a las. partes promoventes de uno
y otro conflicto, por plazo de diez dfas, para qúe alegasen lo
qU:8 estimasen procedente con. respecto a dicha· acumulación.

15. El Abogado del Estado•. en representación del Gobierno,
presentó sus alegaciones el 9 de diciembre siguiente, mediante
escrito en el que suplicaba la desestimación de la acumulación
solicitada por entender que la causa de uno y otro conflicto
era distinta: mientras que en el primero se cuestionaba el ejer­
cicio de una competencia por quien no la tiene como propia,
en el segundo lo que se discut-e no es que la competencia para
la determinación del horario mínimo pertenezca al Estado, sino
el tiempo asignado. Por el Gobierno Vasco no se efectuó escrito
de alegaciones en el plazo conferido. _ _

7. Mediante auto de 21 de diciembre de 1982, ·el Pleno de
este Tribunal acordó· la acumulación solicitada por la repre­
sentante del Gobierno Vasco. por entender que uno y otro COn­
flicto versan sobre la misma materia, de modo que coocurre
la conexión a que se refiere el artículo 83 de la LOTe para
justificar la unidad de tramitación y decisión. Por el mismo
auto se acordó conceder un plazo común de veinte dias para
que las representaciones del Gobierno y del Gobierno Vasco
aportasen cuantos documentos y alegaciones considerasen con­
venientes.

8. El Abogado del Estado evacuó el trámite conferido, con
fecha 19 de enero de 1983, mediante escrito en el que reitera
las alegaciones y solicitud formuladas por la misma representa­
ciÓn en el escrito que presentó el 15 de octubre de 1982, supli­
cando asimismo la declaración de que el Re&l. Decreto 1765/1982,
de 24 de julio, ha sido dictado por el Estado dentro de sus
oompetencias en todos sus puntos. Las alegaciones formuladas
~Qr la representación del Gobierno· Vasco son las contenidas
en el escrito antes referido, que fue presentado el 22 de enero
de 1983.

9. Mediante providencia de 18 de marzo de ·1982 este Tri·
bunal dispuso que, próximo a finalizar _el plazo de cinco meses
a que se refiere el arUculo 65.2 de la LOTC. fueran oídas las
partes, por plazo común de cinco días, acerca del mantenimien­
to o levantamiento de la suspensión &cardada en el conflic­
to 392/1982.

10. Dentro del referido plazo formuló sus alegaciones el
Abogado del Estado diciendo, en síntesis, que exisUan dife­
rencias entre los horarios sei\alados en la Orden del. Departa­
mento de Educación vasco y en el Real Decreto 1765/1982, de
manera que. en caso de que no se dictase sentencia antes del
inicio del nuevo curso escolar, habría que observar el horario
estatal sI ·se mantuviese la suspensión y el de la mencionada
Orden si se levantase. Un cambio de horario sería aún más
perturbador si la sentencia _se pronunciase a mediados de cur­
so. Solicita, en consecuencia, el mantenimiento de la suspen­
sión. El Gobierno Vasco no formuló alegaciones.

11. Mediante a.uto de 26 de abril de 1983. este Tribunal,
examinadas las circunstancias que concurren en el caso y la
naturaleza de los intereses afectados, acordó ratificar la SU5­
p8nsiOn de las decisionea impugnadas hasta la resolución del
conntcto. .

Los motivos y alegaciones del escrito de formación del ccJn­
meto promovido por el Gobierno contra la Orden del Gobierno
Vasco de 11 de mayo de 1982, del escrito de alegaciones pre­
sentado por el Gobierno Vasco en relación con este conr'licto,
del escrito de formalización del conflicto, promovido por el
Gobierno Vasco contra el Real Decreto 1765/1982, de 24 de ¡ulio,
y del escrito de alegaciones formulado por el Gobierno en ese
último conflicto, pueden resumirse en. los siguientes puntos:

Prtmero.-Atribución de la competencia para la fijación de
los horarios mínimos correspondíentes a las enseB.anza:s que
han sido declaradas minimas en el ciclo medio de EGB.

a) El Abogado efel Estado impugna en prtmer término el
articulo 1.2 de la Orden vasca de 11 de mayo de 1982, en rela­
ción a la distribución de horarios que se realiza en el anexo TI
de dicha, Orden. .

Argumenta que la competencia del Estado para la fijación
de ensefl.anzas mlnimas es una competencia estatal, cuya atri~
bución resulta. de una interpretación integrada de los artícu..
los 149.1, 30.·, de la Constitución y 16 del Estatuto Vasco, de
la disposicIón adicional segunda de la Ley Orgánica del Esta­
tuto de Centros Escolares y del apartado B del anexo del Real
Decreto 3195/1980, de 30 de dicierpbre, por el que 'Se regula el
traspaso de servlcios del Estado a la Comunidad Autónoma del
País Vasco en una materia de ensetl.anza.

12. Esta competencia se vincula a la que corresponde al
Estado para la regulación de obtención, expedición '1 ~omolo-

gac1ón de titulas académicos y profesionaIelJ, de tal manera
que el concepto de censeñanzas mínimas:> debe abarcar todo lo
necesario del sistema educativo en todo el territorio. español.
En consecuencia dicho concepto ha de llevar aparejada la de·
terminación del horarid mínimo para impartir tales enseñanzas,
pues de lo contrario la compet.encia estatal quedaría reducida
a un formalismo sin sentido. Por otra parte, la impartición de
las ensetl.anzas mínimas tiene, por su propia naturaleza. ca.
rácter preeminente y parece obligado que haya de ocupar más
tiempo que el resto de las materias. . :

Conforme a los escritos expuestos, el Real Decreto 7101198~.

de 12 de febrero. reguló las ensefianzas minim~s a impartir en
todo el territorio espai\ol para los alumnos de ciclo medio y
dispuso que el tiempo dedicado a la ensefianza de las áreas
educativas especificadas en los centros de EGB "!lerÍl;l el que
determinase el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Edu­
cación y Ciencia. Este horario fUe definitivamente fijado por
el Real Decreto 1765/1982. de 24 de julio.

Por el contrario, la Orden impugnada del Gobierno vasco
fijó unos horarios que resultaron ser distintos, en perjuicio
de la. ensefianza de lengua castellana y de las cicn<;ias socia­
les, sin establecer cautela alguna pl:l.ra el momento en que f']
Estado fijaSe aquel tiempo mínimo, por lo que ha de conside­
rarse que invade esa competencia estatal para fijar y repartir
las horas destináda,'s a las enseñanzas minimas.

bJ Los argumentos utilizados por el Gobierno Vasco 'l.rran·
can del principio- de que la espera de acción constitucional­
mente garantizada que implica toda competencia debe ser delt­

. mitada atendiendo no sólo al crtterio de pertenencia o titu­
laridad de la competencia controvertida, sino en base al modo
de ejercicio de dicha competencia.

Asi, en el presente caso no se discute la titularidad estatal
de la competencia para regular las enseñanzas mínimas, sino
el modo en que di.cha competencia ha sido ejercida por el Real
Decreto 1765/1982, introduciendo una regulación pormenorizada
y exhaustiva de horarios. en la qUe la posibilidad de una Co­
munidad Autónoma queda reducida a nueve horas sobre Iln
tata.! de veinticinco. con el riesgo en el futuro de ser todAvia
más limitada, de manera que resulta gravemente afectada !a
comP6-tencia de la Comunidad para regular -la enseñan7fl en
toda su extensión, niveles. grados. modalidades y especialida­
des~ (artículo 16 EPV). y esta limitación es todavía mAs sen­
sible en Comunidades Autónomas, corno la del Pais Vasco. BO

que la enseñ.anza ha de organizarse a partir de una situación
de bilingüismo oficial.

Niega. por otra parte. el Gobierno Vasco -que la id..a de
horario pueda identificarse sin más con la de rendimiento (.s­
colar. Má.s bien la relación entre horario y ensefl.anz8 habrá
de establecerse sobre la base del rendimiento escolar medio,
que es un módulo mutable de unas partes a otras de España
y cuya determtnación, en consecuencia, ha de corresponder a
cada Comunidad Autónoma.

Sei\ala, por último, el Gobierno Vasco que, de sostenerse el
criterio sustentado por_ la Abogacia del Estado de que es com­
petencia estatal la regulación de tiempo que ha de dedicarse
a las ensefianzas mínimas, seria inadecuado el procedimiento
de conflicto que plantea. En efecto, la Orden impugnada del
Gobierno Vasco es anterior al Real Decreto 1765/1982. de dls·
tribución de horarios minimos, por lo que aquélla habría que­
dado dero~ada por éste por modificación de contenido.

Segundo.-Cuestión planteada· acerca de los criterios fijados
en la Orden del Gobierno Vasco para el tratamiento de ciertos
bloques temáticos, en uno de los cuales se señala: _2. Investi­
gación sistemática de la propia provincia y de Euskalerrfa
como conjunto: las siete provincias en el estudio de los aspec­
tos físico-geográficos, sodales y culturales y la Comunidad
Autónoma Vasca en el estudio de las instituciones polít.icas._

al Entiende la Abogacía del Estado que la mención .Eus­
kalerría como conjunto: las siete provincias... :> entraña sArias
dudas en cuanto a su constitudona.lidad, pues significa un des­
bordamiento del territorio constitucional del País Vasco, ámbito
exclusivo de 188 competencias de. la Comunidad Autónoma.

Frente a esta objeción la representaciórI: del Gobierno Vasco
señala.. en primer término. la inadecuación- del procedimiento
planteado, pues la pretensión que en rigor solicita la Abogacía
del Estado seria propia de una declaración de inconstituciona­
lidad, de naturaleza esencialmente distinta al conflicto de com·
petencias.

En cuanto al contenido del criterio pedagógico referido, no
existe. a juicio de esta representación. extralimitación territo­
rial alguna, pues la mención de las -siete provincias_ está cir­
cunscrita al conocimiento del mecHo geográfico y del entorno
cultural, mientras que, con relación- ¡ú _estudio de las institu­
ciones políticas.. , éste se limita únicamente a la Comunidad
Autónoma del Pais Vasco.

13. Por providencia de 15 de octubre de 1983 se sei\aló para
deliberación y taIJo de estos conflictos acumulados el día 20
siguiente, fecha en que tuvo lugar.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El obJeto de 108 conntctos d,- competencia sobre el qU&
recae la presente sentencia es determinar li el Estado es titu­
lar de la oompetencia para establecer los horarios mínim01 del
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ciclo medio de EnsefJ.anza, General BáSica {EGBl y, en caso
afirmativo. si la ha ejercido adecuadamente al fijar dichos ho­
rarios en la forma que establece el Real Decreto 1765/1982, de
24 de julio, pues éstas ~n 145 únicas" cuestiones pl&J.lteadas
formalmente en los escrito. de las partes. .

2. El Gobierno de la Nación, en el primero de los conflictos
acumulados. in;apugna 1& Orden del Departamento de Educación
del Gobierno Vasco de 11 de mayo de 1982, sólo en el extremo
que fija 101 borarios de las ireas educativas del ciclo medio
de EGB que se refieren a las eDsefianzaa mfnimas que debe
comprender ese ciclo y. que fueron fijadas por el Rea] Decre·
to 710/1982. de 12 de febrero, por entender que dichos horarios
'800 competencia del Estado, competencia que fue ejercItada por
el Real Decreto 1765/1982, de 24 de Julio, estableciendo tales
horarios para todos los centros de EGB situados en el territorio
espaAol. El Gobierno Vasco rechaza esa. atribución de compe­
tencia por entender, de una parte, que es compefencia suya
fijar todo el horario del citado clclo, incluido el que corres­
ponde a las enseñanzas mínimas, y de otro lado que, aunque
se admitiese que la competencia debatida corresponde al Esta­
do, éste se ha excedido al ejercerla, ya que los horarios fijados
en el Real Decreto 176Sjlfl82 vacian prácticamente de contenido
las competencias que en materia de educación corresponden
a la Comunidad Aut6noma vasca. según el articulo 16 de fU
Estatuto de Autonomia, tE'nienao en cuenta en particular la
cooficialidad del castellano y del euskera en dicha Comunidad.

3. Hay que advertir, ante todo, que las dos partes están de
acuerdo en que la competencia para establecer las enseñanzas
Dúnimas del referido ciclo medio corresponde al Estado. Dicha
competenc,ia deriva del articulo 149.1.30 de la Constitución y la
reconoce el articulo 16 del Estatuto de Autonomia del País Vas­
co (EAPV), según el cual las competencias en materia de edu­
cación que le corresponden se entienden sin perjuicio del ar­
ticulo 27 de la Constitución y leyes orgánicas que lo desarr,JIJen.
Ahora bien, la Ley .Orgánica 511980, de 19 de junio (Estatuto
de Centros Escolares), que es una de esas leyes, establece en
su disposición adicional número 2 que en todo caso corresponde
al Estado. entre otros extremos, .la fijación de las enseñanzas
mínimas., entiéndase de los niveles Preescolares, EGB y 'ense­
íianzas medias que regula dicha Ley Orgánica. E¡ Real Decreto
710/1982. de febrero, desarrolló esa disPQSici6n de la Ley, sin que
sea necesario exttlnderse más en este punto, ya que, corno se
ha dicho, la titulandad del Estado de tal competencia no ha
sido controvertida.

4.. Sentado esto, procede &n'trar en la primera de las cues­
Uones objeto del debate, que consiste en determinar si la com­
petencia estatal para Hjar las enseñanzas mínilnas entraña tam­
bién la competencia para establecer 108 horarios mínimos que
han de dedicarse a tales 8I1señanzas. Para solucionar este orimer
problema el:l preciso ~ener en cuenta la finalidad de la compettm­
cia estatal relativa a las enseñanzas minimas, que es COQ toda
evidencia conseguir una formación común en un determinCtdo
nivel da todos los escolares de EGH. sea cual sea la Comunidad
Autónoma a que pertenezcan, lo que deriva, como ya se ha
dicho, de los articuJos 27 y 149.1.30 de la Constitución. La horno"
logación del sistema educativo a que se refiere el primero de
los ·articulos citados· y la regulación de las condiciones de ob­
tención. expedición y homologaci6n de titulas académltos y
profesionaies y ...normas bá.sicas para el desarrollo del artic.:u­
lo 27, a CID de garantizar el cumplimiento de las oblip;aciones
de los poderes públicos en esta materia que atribuye al Estado
en competencia exclusiva el artículo 149.1.30, son Jos medios
que la Constitucibn prevé para obtener ese ni....el minimo de
homogeneidad en la formación de los escolares. Pero difícilmente
puede conseguirse esa final1dad si no se fijan no sólo las en­
señanzas mínimas, sino también los· horaríos que se consid~ren

necesarios para su enseñanza efectiva y completa. La objeción,
elevada por el Gobierno Vasco, de que el rendimiento escular
es distinto, segun las circunstancias en que se desarrolla la
enseñanza (medios pedagógicos y organización unitaria o gra­
duada de la Escuela,por ejemplo), conduce sólo a la evidente
conclusión, que también .acepta en sus escritos el Gobierno
Vasco, de que el horario ha de ajustarse no al rendimJElllto
escolar mínimo, sino al rendimiento escolar medio. Pero sin
entrar en temas pedagógicos que no corresponde discutir a: este
Tribunal, parece claro que al fijar el horario minimo lo que se
tiene en cuenta es el rendimiento escolar medio en todo el terri­
torio estatal, y no par ",ce fácil encontrar ffiE;dios objetivos de
formular distinciones en ese rendimiento escolar medio, según
las diversas ComunIdades Autónotnas. La conciusión es, por tan­
to, que la competencia para fijar las enseñanzas m(nimas lleva
aparejada como m,'dio natural para su ejercicio efectivo la de
fijar los horarios mínimos, aunque esta última no se recoja
expl1citamo::nte ni en el Estatuto de Centros Escolares ni tam­
poco aún en el Real Decreto 31951980, de 30 de diciembre, sobre
transferencia de servicio en 1& materia al GobierQ-o Vasco. Este
último, citado expresamente por el Gobierno Vasco, tientl Kde­
más PQca relevancia en el presente caso, pues los Reales ~).jcre­
tos de transferencias no atribuyen IÜ reconocen compete!1c:ias,
Bino que se refieren a los medios materiales y humanos neLesa·
rios para eiercer:os, como ya ha declarado este Tribun't.J en
otras ocasiones.

4. Problema d1r~tinto del examinado hasta ahora es s1 aun
siendo el Estado titular de la competencia para fijar los hora­
rios minimo5 se excedió en el modo de ejercerla, como también

alega el Gobierno Vasco. Es cierto que en casos como el presen­
te cabe la posibibdad de ese exceso, ya que los horarios mini~

mos ticnen como finalJ.dad, según se ha dicho, asegurar el
cumplimiento de las enseñanzas minimas,. 'l ello ha de hacerse
en forma que no vacíen de contenido práctico las competencias
de las Comunidades Aut6nomas, QJ18 en el caso de la vasca
las ostenta de acuerdo con el artículo le de su Estatuto, que
dice:

.En aplicaci6n de lo dispuesto en la disposición adicional
primera de la Constitución es de 1& competencia de la Comu­
nidad Autónoma del País Vasco 1& enseñanza en toda su exten­
sión, niveles y grados, modalidades y especialidades, sin per­
juicio del articulo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que
lo desarrollen, de las fa-cultades que atribuye al Estado el ar­
tículo 149.1.30 de la misma y de la alta inspección necesaria
para su cumplimiento y garantía .•

El Gobierno Vasco hace particular hincapié en el hecho de
la cooflcialldad del castellano y el euSkera¡ (ln efecto, todos los
habitantes de Euskadi tienen el derecho a conocer y usar am­
bas lenguas (art. 6.1 del Estatuto). Ello supone naturalmente
que ambas lenguas han' de ser enseñadas en los Centros esco­
lares de la Comunidad con la intensidad que permita alcanzar
ese objetivo. Y es de observar en este mismo sentido que tal
deber no deriva sólo del Estatuto, sino\de la misma Constitu­
cIón. El artículo 3 de la misma dice:

.1. El castellano es la lengua española oficial del Estado.
Todos los 'españoles tienen el deber Ciil.e conocerla y el derecho
de usarla,

2. Las demá.s lenguas espafiolas serán también oficiales en
las respectivas Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus
Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüisticas de
España es un patrimonio cultural que será objeto de especial
respeto y protección.•

De estos preceptos resulta que el Estado en su conjunto Un­
cluidas las Comunidades Autónomas) tiene el deber constitucio­
nal de asegurar el conocimiento tanto del castellano como de
las lenguas propias de aquellas Comunidades que tengan otra
lengua como oficial. Una regulación de los horarios mínimos
que no permita una enseftanza eficaz de ambas lenguas en esas
Comunidades incumpliría el articulo 3 de la Constitución. No
ocurre asi, sin embargo, en el caso presente. El Gobierno ha
fijado unos horarios minimGS para todo el territorio nacional,
y en materia lingüistica los ha fijado s610 con relación al cas­
tellano, ya que al referirse a enseñanzas mínimas en todo el
Estado Se ha limitado corredamente a regular la enseñanza
de la única lengua que es oficial en todo su territorio y que.
por tanto, debe enseñarse en todo él con arreglo de unos mis­
mos criterios concernientes tanto al contenido como a los hora­
rios mlnimos¡ mientras que la regulación de la enseñanza de
otras lenguas oficiales corresponde a las respectivas Institucio­
nes autonómicas. Pero de las vefnticinco horas semanales lectl...
vas que normalmente comprende el horario escalar en el ciclo
medio de EGB el horario mínimo fijado por el Real Decreto
impugnado ocupa s610 dieciséis horas. Quedan, pues, a dispo­
sición de la Comunidad Autónoma nueve horas. más de un
tercio de las veinticinco horas señaladas, lo que parece razo­
nable para poder organizar en ese tiempo las enseñanzas de
euskera, así como completar, ampliar o adaptar las enseñanzas
mínimas en la forma que estime conveniente.

Tampoco parece que se vacíe de contenido la competencia
que el articulo 16 de su Estatuto atribuye al Pais Vasco, pues,
aparte del citar;lo margen que le deja el horario rn1nimo. otras
muchas cuastiones que afectan a la organización de la ense­
fianza quedan en su Ambtto de acción. La misma Orden del
Departamento de Educación del Gobierno ha sido impugnada
formalmente sólo en cuanto afectaba a los horarios mínimos,
pero no respecto al contenido da las enseftanzas que regula.
La conclusión es, por tanto, que en este casO el Estado no se
ha excedido en el modo de ejercitar su competencia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POi( LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

1. Declarar que la competencia controvertida en el presente
conflicto corresponde al Estado.

2. Declarar nulos el artJculo 1.2 y el Anexo 1I de la Orden
del Departamento de Educación del Gobierno Vasco de 11 de
mayo de 1982.

Publíquese en el .Boletín Oficial del 'Estado...

Dado ell Madrid a 27 de octubre de 1983.-Firmado: Manuel
Garda-Pclayo y Alonso.-JerÓnimo Arozamena Sierra.-Angel
Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco VaUejo.-Francisco Ru­
bio Llorente.-Gloiia Begué Cantón.-Luis Diez Picazo.-Francis­
ca.. Tomás y Valiente.-Rafael GÓmez·Ferrer MOTll.!1t.-Angel Es­
cuéiero del COTral.-Antonio Truyol Serra.-FrancIsco Pera Ver­
daguer .-Rubricados.


